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El Gobierno está en mora
desde octubre del 2005, por-
que:

1) No han sido emitidas
nuevas resoluciones de los
entes de tutela del sistema fi-
nanciero y asegurador. Las
actuales resoluciones no es-
tán derogadas, pero están de-
sactualizadas de acuerdo con
la Locdo.

2) Las nuevas resoluciones
deben contener normas ope-
rativas sobre prevención, con-
trol y fiscalización del finan-
ciamiento al terrorismo, se-
gún la Locdo y la Convención
sobre la represión al financia-
miento al terrorismo, ONU
1999, suscrita por Venezuela
y ratificada por la Asamblea
como Ley de la República, ba-
sadas en la Mejor Diligencia
Debida, (el principio de dili-
gencia debida del buen padre
de familia está superada in-
ternacionalmente por el de
Mejor Padre de Familia) auto-
rregulación, transparencia,
buena fe y control in situ, que
inexplicablemente no se ha
hecho. 

3) Crear organismos de tu-
tela para la cantidad de suje-
tos obligados del Artículo 43
Locdo del Numeral 4° de los
literales desde la a.) a la i.) y
Resoluciones especiales de
acuerdo a su naturaleza. Con
especial interés, motivación y
responsabilidad estatal la de
las Casas de Bingo, Casinos y
máquinas traganíqueles, con
una Resolución N° 5, que es
un “saludo a la bandera” y
que es urgente y necesario
que sean reguladas con rigor. 

4) La creación de una Unif
en el Ministerio de Finanzas,
que pueda acopiar los RAS
suministrados por los diver-
sos entes de tutela de los S.O.
de acuerdo a su naturaleza.

Debo aclarar que el error de
darle atribuciones a la Unif de
la Sudeban para recibir RAS
de S.Os, que no están bajo su
tutela, no es mío como pro-
yectista, sino de la Comisión
de Política Interior (etapa de
discusión) de la Asamblea
Nacional. Es una aberración
(Reinaldo Escala Zerpa dice
que en este país lo provisio-
nal se vuelve permanente).

Venezuela debería tener
una Unif centralizado de alta
jerarquía a la cual notifiquen
las Unifs de los diferentes sis-
temas. De acuerdo con el Gru-
po Egmont, estamos en mora.
Las leyes no son leyes por
emanar de la Asamblea Na-
cional, sino son creadas de
acuerdo a las reglas formales
para sancionarlas y en lo sus-
tantivo, con contenido que no
sean ilógicos. Conforme al
sistema jurídico constitucio-
nal, deben ser justas, equita-
tivas y de interés común, que
respeten el principio de igual-
dad, del debido proceso y de-
más derechos fundamentales
consagrados en la Constitu-
ción.

Una ley con contenido ab-
surdo y caprichoso no está
dentro del sistema de Dere-
cho, seguridad jurídica, con-
fianza legítima. Es fundamen-
tal reflexionar para desistir de
ese proyecto, que da pena
ajena con los juristas del
mundo. Si van a reformar, há-
ganlo en la Locdo, pero para
bien, para superar las mutila-
ciones no inofensivas que su-
frió el proyecto, ellas despe-
dazan, cercenan y suprimen
en vivo el tejido social, como
dice E. Morin, sin hablar de
otras cosas como la ilegalidad
e ilegitimidad de estas leyes,
porque lo promulgado no fue
lo que aprobó la Asamblea.

se nombra por ninguna parte en el proyecto. Con criterio repre-
sivo pretenden que los Reportes de Actividad Sospechosa (RAS)
pasen a los órganos de investigaciones penales, ignorando que
emergen de un análisis financiero del cliente del Sujeto Obliga-
do, de acuerdo a sus máximas de experiencia. No es ni una noti-
cia crimen, (como en la antigua LOSEP, cuando no existía la Uni-
dad Nacional de Inteligencia Financiera /UNIF) ni una denuncia
penal contra el cliente, para que pase a los órganos de investiga-
ción penal. Es la UNIF) que, en la consolidación de los reportes,
decide si hay indicios suficientes para trasmitirla, por denuncia de
funcionario público en el desempeño de sus funciones, al Ministe-
rio Público, quien da la orden a los cuerpos de investigaciones pe-
nales para iniciar la investigación penal y de allí se origina el sos-
pechoso en el criterio penal. 

Es un exabrupto interpretar el RAS como una denuncia, de la
cual no hay convicción de delito, sino que el origen, propósito y
destino de ese capital no está claro. Obligar a los Sujetos Obliga-
dos a denunciar es exponerlos a intervenir en un proceso penal,
con todas las consecuencias negativas que ello acarrea y exponer
a unos civiles a una situación que les crea temor. Esto redundará
en menos reporte de actividad sospechosa como reacción natural,
amén de que el oficial de cumplimiento pasará su tiempo en tribu-
nales. Se desnaturaliza la fuente de información para el Estado.

b) Desde el punto de vista práctico de la viabilidad, organizati-
va y cognitiva no es viable, no es funcional. Las policías (OIsPs)
se verán recargadas con miles de reportes, sin analizar desde el
punto de vista de la prueba. No se darán abasto y los RAS se con-
vertirán en basura derivando en impunidad. Recomiendo tener
cálculo de interacción difusa pensar en la interacción Yo y el Otro,
efecto indeseado y efecto deseado. 

De seguir el juego de este exabrupto, el actor receptor de los
RAS debería ser el Ministerio Público, quien previa  decisión lo re-
mitiría a los cuerpo de investigación penal, los cuales pueden co-
nocerlos directamente, pero siempre bajo la subordinación del MP,
quien es el Dominus de la acción penal. Sobrepasar a este orga-
nismo, creando una direccionalidad sistemática con el sistema de
Sujetos Obligados y los OisPs, es contrario a los principios del sis-
tema Acusatorio Formal del Código Orgánico Procesal Penal
(Copp). Los entes de tutela, a través de sus unidades de inteligen-
cia financiera, sólo están para recibir los RAS, analizarlos y con-
solidarlos, además representan el órgano regulador natural -no
policial- del sistema financiero y asegurador. El MP tampoco se
nombra en el proyecto. Insisto, la  vía sana y de estándar interna-
cional es: Sujeto Obligado-UNIF del Ente de Tutela y de allí a la
Unif-Sudeban y ésta al Ministerio Público después del Análisis de
RAS (en su clasificación A, reúnen elementos suficientes. B, no
reúnen elementos suficientes y P, en proceso de análisis.

c) Además siguieron el error de los mutiladores de la Locdo de
confundir el Plan Operativo anual de los S.O. con las Políticas pú-
blicas y Plan estratégico y plan de acción del Estado.

Aberrante reforma ...

Con sus debilidades y fortalezas, los
Reportes de Actividades Sospechosas
(RAS) motivan el inicio de una investiga-
ción formal por legitimación de capitales,
una vez cumplido el proceso que se ini-
cia en una institución bancaria, empresas
aseguradoras o bursátiles. Pasan luego
a la Unidad de Inteligencia Financiera
(Unif) de la Superintendencia de Bancos,
donde son analizados y “si reúnen los
elementos suficientes” son enviados a
consideración del Ministerio Público,
quien ordena las averiguaciones al Cuer-
po de Investigaciones Científicas, Pena-
les y Criminalísticas (Cicpc). Pero el tiem-
po parece conspirar contra las pesqui-
sas. No es nada fácil reunir los elemen-
tos probatorios en los casos de legitima-
ción de capitales.

Por todas estas razones, la comisaria
Omaira Crespo, jefe de la División contra
Legitimación de Capitales del Cicpc, du-
rante su exposición en el seminario “Sec-
tores económicos vulnerables a los deli-
tos financieros. Una visión de actuali-
dad”, organizado por Ciprec, invitó a los
organismos oficiales y privados, a traba-
jar unidos. “Mientras los procesos buro-
cráticos tardan, la delincuencia organiza-
da se cambia de país, para continuar sus
negocios ilícitos, y cuando se sienten in-
vestigados huyen. Sabemos que la con-
fidencialidad es muy delicada, pero de-
bemos establecer metas y estrategias
que nos permitan trabajar mancomuna-
damente”.

Revisar los tiempos 
De las investigaciones realizadas por

la División contra Legitimación de Capi-

tales del Cicpc, el 93 por ciento corres-
ponde a RAS. El tiempo es el problema,
el tiempo que pasa desde el análisis en
la Unif hasta su remisión al Ministerio
Público, el tiempo de revisión, el tiempo
de investigación. “Estamos investigan-
do a señores que históricamente se co-
nocen como delincuentes de cuello
blanco” (1). Los modus operandi de es-
tos delincuentes determinan las flechas
(hacia donde ir) para encauzar las in-
vestigaciones de campo. En este senti-
do el funcionario del Cicpc otorga una
especial importancia a la política “Co-
nozca a su cliente”.

La investigación se fundamenta en
dos aspectos esenciales: Primero, la
comprobación de las transacciones a
través de un peritaje financiero, para
comprobar el monto exacto de proce-
dencia dudosa. Segundo, la pesquisa
de campo, para encontrar, a través de
seguimientos en registros y notarías,
los bienes  adquirido, que representan
un pequeño porcentaje, porque gene-
ralmente están a nombre de otras per-
sonas. El tiempo de esta última fase es
tan largo, que no se cuenta con una
pesquisa directa. “No le hacemos ava-
lúo a esas propiedades. Muchas veces
ni siquiera verificamos la información
que nos están dando, ni siquiera datos
tan sencillos como la dirección. Cae-
mos en el remolino de la ineficacia”, ar-
gumenta el investigador.

Estima que para lograr efectividad,
hasta llegar a los casos juzgados por le-
gitimación de capitales, es necesario ha-
blar el mismo lenguaje, aplicar la diligen-
cia debida.

Las investigaciones por legitimación de capitales tardan mucho tiempo

Finanzas

•Desde el Reporte 
de actividades sospechosas,
siguiendo por el análisis 
y la investigación pasa un largo
período para llegar 
a los pormenores de los
legitimadores de capitales.

Los RAS ayudan…
pero el tiempo
provoca huidas

Comisaria Omaira Crespo, jefe de la División
contra Legitimación de Capitales del Cicpc.
La investigadora formuló un llamado al trabajo
mancomunado.

(1) Nota del Editor "En la globalización existen tres categorías de delincuentes: Comunes, de Cuello

Blanco (Sutherland 1939) o Económicos y los de Delincuencia Organizada trasnacional, que superan

antiguas mafias".

¿De qué debería ocuparse el Ejecutivo?




